
 

 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

 

VII PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIA 
 

 

ACUERDO PLENARIO N° 2-2011/CJ-116 

 
                                                                                      FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

  ASUNTO: NUEVOS ALCANCES DE LA PRESCRIPCIÓN 

 

Lima, seis de diciembre de dos mil once.- 

 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y  

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

 

ACUERDO PLENARIO 

 
I. ANTECEDENTES 

 

1°. Las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial mediante Resolución 

Administrativa N° 127-2011-P-PJ, y el concurso del Centro de Investigaciones 

Judiciales, bajo la coordinación del señor Prado Saldarriaga, acordaron realizar el VII 

Pleno Jurisdiccional -que incluyó el Foro de “Participación Ciudadana”- de los 

Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, y dictar 

Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

 

2°. El VII Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas.  

La primera etapa estuvo conformada por dos fases: el foro de aporte de temas y 

justificación, y la publicación de temas y presentación de ponencias. Esta etapa tuvo 

como finalidad convocar a la comunidad jurídica y a la sociedad civil del país, a 

participar e intervenir con sus valiosos aportes en la identificación, análisis y 

selección de los principales problemas hermenéuticos y normativos que se detectan 

en el proceder jurisprudencial de la judicatura nacional, al aplicar normas penales, 

procesales y de ejecución penal en los casos concretos que son de su conocimiento. 

Para ello se habilitó el Foro de “Participación Ciudadana” a través del portal de 

internet del Poder Judicial, habiendo logrado con ello una amplia participación de la 

comunidad jurídica y de diversas instituciones del país a través de sus respectivas 

ponencias y justificación.  

Luego, los Jueces Supremos discutieron y definieron la agenda -en atención a los 

aportes realizados- para lo cual tuvieron en cuenta además, los diversos problemas y 

cuestiones de relevancia jurídica que han venido conociendo en sus respectivas Salas 

en el último año. Fue así como se establecieron los diez temas de agenda así como sus 

respectivos problemas específicos.  
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3°. La segunda etapa consistió en el desarrollo de la audiencia pública, que se llevó a 

cabo el dos de noviembre. En ella, los representantes de la comunidad jurídica e 

instituciones acreditadas, luego de una debida selección, sustentaron y debatieron sus 

respectivas ponencias ante el Pleno de los Jueces Supremos de ambas Salas Penales, 

interviniendo en el análisis del tema del presente Acuerdo Plenario, la señorita Ana 

Cecilia Hurtado Huailla del Centro de Estudios de Derecho Penal Económico y de la 

Empresa (CEDPE), y los señores Percy García Cavero y Raúl Pariona Arana. 

 

4°. La tercera etapa del VII Pleno Jurisdiccional comprendió ya el proceso de 

discusión y formulación de los Acuerdos Plenarios cuya labor recayó en los 

respectivos Jueces Ponentes en cada uno de los diez temas. Esta fase culminó con la 

Sesión Plenaria realizada en la fecha, con participación de todos los Jueces 

integrantes de las Salas Penales Permanente y Transitoria (a excepción del doctor 

Príncipe Trujillo, quien se encontraba de licencia), interviniendo todos con igual 

derecho de voz y voto. Es así como finalmente se expide el presente Acuerdo 

Plenario, emitido conforme a lo dispuesto en el Artículo 116° de la LOPJ, que, faculta 

a las Salas Especializadas del Poder Judicial a dictar este tipo de Acuerdos con la 

finalidad de concordar criterios jurisprudenciales de su especialidad.   

     

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate 

y en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario interviniendo como ponente el señor LECAROS CORNEJO, con la participación 

de la señora BARRIOS ALVARADO. 

 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

§ 1. Determinación del problema 

 

6°. En el Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, del 16 de noviembre de 2010, se 

afirmó que la prescripción es el límite temporal que tiene el Estado para ejercer su 

poder penal por un delito incriminado y se explicó de manera extensa la aplicación 

del último párrafo del artículo 80° del Código Penal: la dúplica de la prescripción en 

el caso de “Delitos contra la Administración Pública cometidos por Funcionarios 

Públicos” contenida en el Capítulo II, Titulo XVIII, del Libro Segundo del mismo 

cuerpo legal.  

 

7°. No obstante, la participación de los extraneus en esta clase de delitos plantea 

interesantes problemas en torno al cómputo del plazo de la prescripción. Surge pues 

como tema de debate la cuestión relativa a la aplicación de la dúplica de los plazos de 

prescripción también para el extraneus.  

La trascendencia de este asunto resulta evidente, por lo que se hace necesario 

determinar si la prescripción varía en relación a su duración, según se trate 

propiamente del autor (intranei) o, en su caso, del partícipe: inductor o cómplice     

(extraneus), o si hay que aplicar el mismo plazo a todos los responsables del hecho, 

con independencia del título que le corresponda por su actuación.  
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En este contexto, bien podría suceder que los primeros –autores- no alcancen la 

prescripción, pero sí los segundos –partícipes-. 

. 

8°. El análisis de esta situación será fijado sobre el concepto del delito contra la 

Administración Pública, para luego de manera general indicar los desarrollos 

doctrinarios y jurisprudenciales en torno a la intervención del extraneus en esta clase 

de delitos, y, finalmente, sobre la base de esos elementos conceptuales, abordar la 

solución del problema propuesto. 

 

§ 2. Análisis dogmático  

 

9°. El punto de partida dogmático está dado por la categoría de estos delitos: de 

infracción de deber. Actualmente, en la doctrina y la jurisprudencia se ha definido 

que existen tipos legales que requieren un dominio del autor para su construcción, 

como por ejemplo los delitos de robo agravado, homicidio calificado, estafa, tráfico 

ilícito de drogas, entre otros -denominados delitos de dominio-.  

Sin embargo, también existen tipos legales que excluyen el dominio para su 

configuración y se forman a partir de la infracción de un deber especial que le 

corresponde a la órbita del autor -característica intrínseca de los delitos cometidos por 

los funcionarios y servidores públicos-. El autor del delito –de infracción de deber- no 

puede ser cualquier persona, sino sólo aquél funcionario o servidor público que ocupa 

un status especial y mantiene una vinculación exclusiva con el injusto sobre la 

plataforma del deber que ostenta. La infracción del mismo lo convierte en autor, con 

independencia del dominio de la situación fáctica que no tiene ninguna trascendencia 

jurídica, pues el fundamento está construido por la posición que domina en relación al 

deber estatal que le corresponde: conducirse correctamente con lealtad y probidad en 

el ejercicio de la Administración Pública y con los bienes que se encuentran bajo su 

ámbito. En este espacio, por ejemplo, deberá  disponer correctamente del patrimonio 

estatal que administra.  

 

10°. Por consiguiente, el funcionario o servidor público, en tanto en cuanto su 

responsabilidad penal se sustenta en la infracción del deber, siempre será autor del 

delito contra la Administración Pública, sin perjuicio –claro está- de los diferentes 

presupuestos que también se requieran para determinar la autoría de cada injusto, 

como por ejemplo en el delito de peculado, que exige además el vínculo funcional 

con el objeto.  

 

11°. Este tipo de delitos restringe el círculo de autores -como se anotó-, pero se 

admite la participación del “extraneus” que no ostenta esa obligación especial, como 

partícipe: inductor o cómplice. Para fundamentar esta perspectiva -en torno a la 

accesoriedad  de la participación- en la jurisprudencia nacional actual se considera 

dominante y homogénea la tesis de la unidad de título de imputación para resolver la 

situación del “extraneus”.  

Esta posición, sostiene lo siguiente:  

A. Un mismo hecho no puede ser reputado bajo dos tipos penales diferentes.  

B. El extraneus puede participar en delitos funcionariales y responderá por el injusto 

realizado por un autor que infringe el deber especial. Por tanto, la participación del 
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extraneus no constituye una categoría autónoma de co-ejecución del hecho punible, 

sino que es dependiente del hecho principal. Esto es, no posee autonomía y 

configuración delictiva propia a pesar de que aquél toma parte en la realización de la 

conducta punible.  

 

12°. Desde esta posición subsidiaria, serán partícipes los que sin infringir el deber, 

formen parte del hecho referido a la acción del infractor del deber -el hecho punible 

está unido esencialmente al autor y constituye una imputación única-. Esta posición 

guarda absoluta concordancia con el articulo 26º CP que regula las reglas de la 

incomunicabilidad de las circunstancias de participación y señala lo siguiente: “Las 

circunstancias y cualidades que afectan la responsabilidad de algunos de los autores 

y partícipes no modifican las de los otros autores o partícipes del mismo hecho 

punible”. Esta fórmula ratifica la opción dogmática y jurisprudencial que sostiene la 

imposibilidad de la punibilidad del extraneus como autor de un delito de infracción 

de deber.  

Lo expuesto significa, además, que el partícipe sólo merece ser sancionado si existe 

un hecho antijurídico por parte del autor.  

 

13°. Con base a las explicaciones anotadas y las normas generales sobre accesoriedad 

de la participación, es preciso determinar si las reglas de la dúplica de los plazos de 

prescripción previstas en el artículo 80º CP, y aplicables a los “Delitos contra la 

Administración Pública cometidos por Funcionarios Públicos” que afectan el 

patrimonio del Estado, también alcanzan a los sujetos -extraneus- que no ostentan el 

deber especial.  

 

14°. En el Acuerdo Plenario Nº 1-2010/CJ-116, del 16 de noviembre de 2010, se 

afirmó lo siguiente: “la duplica de la prescripción obedece a una mayor valoración 

por tratarse de un atentado contra el normal funcionamiento de la Administración 

Pública, la seguridad de los bienes pertenecientes a la Administración Pública y la 

inobservancia del deber de fidelidad del funcionario o servidor público hacía el 

patrimonio público desde la perspectiva de las obligaciones del cargo o función que 

ejerce y abusa […] el ataque contra el patrimonio público es ejecutado por personas 

que integran la Administración Pública a las que se le confió el patrimonio y se 

colocó al bien en una posición de especial vulnerabilidad por estos sujetos. Esto 

implica un mayor desvalor de la acción […] y resultado derivado de la específica 

función de protección que tienen esas personas respecto del patrimonio del Estado, 

de la lesión que proviene de la acción desvalorada y de la mayor posibilidad que 

tienen para encubrir sus actividades ilícitas”. 

 

15°. Ahora bien, el Código Penal al regular el término de prescripción de la acción 

penal en el artículo 80º CP, estipuló que se duplica el plazo de la prescripción para el 

funcionario o servidor público que en el ejercicio de sus funciones realice una 

conducta punible que atente contra el patrimonio del Estado o de organismos 

sostenidos por éste.   

 

16°. De la lectura de estas dos proposiciones es evidente que la calidad de funcionario 

o servidor público del autor ha sido prevista como una condición especial de deberes 
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que fundamenta la mayor extensión del término de la prescripción, por la distinta 

posición que éstos ocupan en la sociedad y porque de ellos se espera una actitud de 

compromiso especial frente a la Administración Pública. Ello implica deberes de 

protección, ausencia de defraudación de la confianza pública depositada en él y 

compromiso real con el ente estatal por la situación de mayor riesgo para el bien 

jurídico que tienen por el poder que ostentan.  

En consecuencia, los que no detentan esas condiciones, no infringen el deber jurídico 

especial que vincula al funcionario o servidor público y, en ese sentido, no son 

merecedores de un mayor reproche penal en vinculación con la extensión del plazo de 

la prescripción. Es ese contexto, el marco concretado para el autor de un delito de 

infracción de deber, en términos de prescripción, no puede sostener una mayor 

extensión de los mismos para el extraneus.     

 

17°.  Desde esta perspectiva y al amparo de los principios de proporcionalidad y 

razonabilidad, es necesario que exista una diferenciación entre el intranei y extraneus 

derivada de la diferente condición y ausencia del deber jurídico especial. Esta 

distinción entre intervenciones principales y accesorias tiene el efecto de la escisión 

del término de la prescripción, pues con ello se va conseguir una justicia justa y un 

equilibrio punitivo en función a la real magnitud de la participación del agente. Esta 

posición, asimismo, guarda absoluta coherencia con la regulación prescrita en el 

artículo 88º CP que estatuye “La prescripción corre, se suspende o se interrumpe 

separadamente para cada uno de los participes del hecho punible”.   

 

18°. En suma, los extraneus se regirán por la pena correspondiente al delito ejecutado 

por el autor -dentro de los comprendidos en el Capítulo II, Titulo XVIII, del Libro 

Segundo del CP-, pero para los efectos del cómputo de la prescripción no se les 

extenderá el término del plazo previsto para los autores, pues a ellos no les alcanza la 

circunstancia agravante que sólo corresponde al autor.    

 

19°. Se estima que lo precedentemente desarrollado es la forma correcta de abordar la 

cuestión. No se puede desconocer que los partícipes que no ostentan los deberes 

especiales, sólo responden por el delito de infracción deber en calidad de inductores o 

cómplices -sin que ello implique la ruptura del título de imputación, como ya se 

explicó-, en tanto, no pueden realizar materialmente la conducta por un defecto 

esencial a nivel de imputación como autor.  

En tal virtud, el extraneus no infringe ningún deber jurídico especial que se 

corresponda con el bien jurídico que es objeto de tutela penal. El principio de 

proporcionalidad demanda que esa diferencia se justifique en un trato distinto de los 

plazos de prescripción de la acción penal. 

 

III. DECISIÓN 

 

20°.  En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitoria de la 

Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, y de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. 
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ACORDARON: 

 

21°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos de los fundamentos 

jurídicos 16° al 19°. 

 

22°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal 

antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias 

judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 

22° de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al 

amparo del artículo 116° del citado estatuto orgánico. 

 

23°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. 

Hágase saber. 

 

Ss. 

 

VILLA STEIN 

 

LECAROS CORNEJO 

 

PRADO SALDARRIAGA 

 

RODRÍGUEZ TINEO 

 

PARIONA PASTRANA 

 

BARRIOS ALVARADO  

 

NEYRA FLORES  

 

VILLA BONILLA  

 

CALDERÓN CASTILLO  

 

SANTA MARÍA MORILLO 

 

 

 

 


